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CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.
El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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Radicación Nro. :
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Accionante: 
JAIRO GIRALDO VALENCIA
Accionado:
SENA

Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 
CUMPLIMIENTO PARCIAL SENTENCIA DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / EXISTE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL. Si bien es cierto en este caso no es dable hacer uso de la vía ejecutiva, por cuanto el SENA aún no ha liquidado los valores por concepto de diferencias salariales que devengaba el actor vinculado por medio de una Cooperativa de Trabajo Asociado frente a aquellos que recibían los instructores de planta del SENA, si puede acudir ante otras instancias, con miras a lograr no solo que por parte de la entidad demandada se cumpla a cabalidad con los fallos judiciales, sino que además se impongan las sanciones a las que hubiere lugar. El mismo togado en la tutela hizo alusión a lo reglado en el  canon 192 CPACA, relacionado con el acatamiento de sentencias o conciliaciones por parte de entidades públicas, y en el cual se señala que: “El incumplimiento por parte de las autoridades de las disposiciones relacionadas con el reconocimiento y pago de créditos judicialmente reconocidos acarreará las sanciones penales, disciplinarias, fiscales y patrimoniales a que haya lugar”. Tal situación da a entrever, sin lugar a dubitación alguna, que si la dependencia estatal que resultó vencida en juicio, como en este caso el SENA, omite las obligaciones derivadas del fallo judicial, pueden ser objeto de tales medidas. Estima la Sala por tanto, que la solicitud que efectúa el accionante no debe ser resuelta por vía de tutela, en tanto la misma no puede convertirse en un medio alterno o supletorio de los mecanismos ordinarios que contempla el ordenamiento legal, como así lo ha dejado claro la Corte Constitucional, máxime que en el presente asunto no se observa la comisión de un perjuicio irremediable, en tanto de ello nada se probó.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, dieciocho (18) de agosto de dos mil diecisiete (2017)

                                                                  Acta de Aprobación No 816
                                                                     Hora: 7:45 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado del señor JAIRO GIRALDO VALENCIA frente al fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada contra el Servicio Nacional de Aprendizaje -SENA-.

2.- DEMANDA 

Los hechos puestos en conocimiento por intermedio del abogado del señor JAIRO GIRALDO VALENCIA, se pueden resumir de la siguiente manera: (i) en abril 27 de 2016 el Consejo de Estado confirmó la sentencia dictada por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda contra el SENA, en la cual lo condenó para que liquidara y le pagara a título de restablecimiento del derecho, la diferencia entre lo que recibió y lo que debía recibir por concepto de salarios, y la totalidad de prestaciones que debía obtener un instructor de planta del SENA por el período comprendido entre agosto 24 de 2006 y marzo 27 de 2009; así mismo a realizar los ajustes de valor sobre las sumas que resulten a favor del demandante según el IPC; (ii) en diciembre 14 de 2016 se radicó cuenta de cobro y en marzo 14 de 2017 se notificó personalmente de la resolución 00273 de 2017, pero allí se omitió hacer la respectiva liquidación de salarios y la totalidad de prestaciones sociales; (iii) en marzo 24 de 2017 interpuso recurso de reposición y ésta se notificó en mayo 24 de 2017, la que no guardaba diferencia sustancial con la primera; (iv) al no existir otro mecanismo de defensa interpone la acción constitucional; (v) estima vulnerados los derechos de acceso a la administración de justicia y al efectivo cumplimiento de las providencias judiciales; y (vi) el dinero que reclama por concepto de salarios equivale a $52.396.965, sin contar el año 2009, pero los valores por prestaciones sociales del año 2009 y la parte proporcional del año 2006 no se liquidaron ni pagaron.

Pide se protejan sus derechos fundamentales y se ordene al SENA que incluya en su liquidación el valor correspondiente a los salarios de que trata la tabla presentada en la tutela; así como la cifra relativa a las prestaciones sociales, con el pertinente reajuste según el IPC.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El despacho admitió la demanda de tutela, y dispuso correr traslado de la misma al SENA, cuyo secretario general informó lo siguiente:

(i) El SENA mediante resolución 00273 de marzo 1° de 2017 dio cumplimiento a la sentencia del Tribunal Contencioso Administrativo   y los valores indicados por el actor -$52.396.965- en la tabla anexa no se encuentran soportados en los fallos de primera y segunda instancia y la liquidación que se le hizo se realizó con base en los respectivos contratos, conforme los precisos términos establecidos en la providencia y sobre el lineamiento que “el monto para determinar las mismas será el valor pactado en el contrato”; (ii) la liquidación de las prestaciones sociales se efectuó de acuerdo a lo ordenado en la sentencia; (iii) contra la decisión emitida por el SENA se interpuso recurso de reposición y por resolución 0824 de mayo 22 de 2017 se encontró viable ajustar únicamente el valor por concepto de intereses de mora, lo cual se hizo de acuerdo con los artículos 176 y 177 C.C.A.; (iv) el SENA no ha esgrimido pretexto alguno para desacatar los fallos proferidos, ya que la liquidación del señor JAIRO GIRALDO VALENCIA fue de $5.366.046.oo, de los cuales recibió $5.356.958.oo desde junio 8 de 2017 y su diferencia, esto es $9.088.oo por concepto de retención en la fuente fue girada a la DIAN; (v) con fundamento en las decisiones judiciales el SENA no solo expidió la resolución pertinente, sino que hizo su pago y resolvió el recurso de reposición, por lo cual no se debe amparar el derecho de acceso a la administración de justicia; (vi) la tutela no es procedente pues ante la inconformidad del actor puede acudir a la vía ejecutiva, máxime que no hizo alusión a que acudía a la acción para evitar un perjuicio irremediable, el cual no se consolida, pues ya se pagaron las prestaciones sociales, sin observarse la vulneración de derechos, y (vii) pide no se accedan a las pretensiones del actor por cuanto el SENA no ha incumplido la obligación de dar y menos a afectado derechos fundamentales como el mínimo vital, dignidad humana e integridad física, que no fueron alegados por el accionante
3.2- Culminado el procedimiento a seguir y en el plazo constitucional, el juzgado de instancia mediante sentencia de julio 12 de 2017 negó por improcedente la tutela al observar que en este caso se desconoce el carácter subsidiario y residual de esta acción, pues aunque inicialmente acudió a la jurisdicción contenciosa para dirimir el conflicto legal derivado de su vinculación con el SENA donde obtuvo providencia a su favor, no se puede desconocer que los poderes del fallador dentro de ese asunto también son ejecutivos y tiene la potestad de velar por el cumplimiento de las órdenes emanadas  y por eso el legislador contempló el “proceso ejecutivo” para lograr el acatamiento de las providencias judiciales. Agrega que no se aportó prueba para inferir la existencia de un perjuicio irremediable en virtud del cual el proceso ejecutivo carezca de idoneidad para que por tutela se adopte decisión, pues no se alegó vulneración a derechos como el mínimo vital u otra garantía que ponga en riesgo su subsistencia y la tutela no es el mecanismo adecuado para dilucidar el conflicto que presenta en torno a la liquidación de salarios y prestaciones.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la sentencia, el apoderado de la accionante sustentó la impugnación, de la cual se puede extraer lo siguiente: (i) la sentencia cuyo cumplimiento se persigue no condenó a pagar una suma de dinero expresada en números, sino a liquidar y pagar  los valores en la forma en que fueron indicados y por ello no se dan las circunstancias del canon 306 CGP cuando se habla de una obligación clara, expresa y exigible; (ii) las obligaciones de hacer y dar excluyen por completo el dinero por lo cual lo señalado en el fallo al respecto no tiene fundamento; (iii) el SENA frente a un fallo que le enseña cómo proceder, lo ignora y cumple parcialmente con la advertencia que induce en error al alegar que ha acatado con su obligación, a sabiendas que se falta a la verdad; (iv) si fuera dable adelantar ejecución no habría necesidad de presentar demanda, pero el mandato principal de la sentencia es que se liquide la obligación, como ya se hizo, pero de lo que se trata es que se haga de acuerdo a lo ordenado; (v) no se puede iniciar el proceso ejecutivo por cuanto no se trata de una suma de dinero, ni de obligación clara, expresa y exigible y no podría pedirse un mandamiento de pago para que se disponga una liquidación, pues ésta se hizo sin sujeción al fallo judicial, por lo cual se acude a la acción constitucional; (vi) esa oficina tiene más de 30 actuaciones similares en trámite con el mismo objetivo contra el SENA, pero ante lo acaecido lo que resulta es que ahora los procesos se duplican por la conducta de la demandada; (vii) el SENA busca eludir los pagos frente a fallos reiterativos, para que la situación del Estado se haga más gravosa  y que los actores no reciban sus dineros, sino sus herederos; (viii) el SENA  no ha cumplido con la obligación impuesta en la sentencia, al no liquidar ni pagar la diferencia salarial, pues solo lo hace con respecto a las prestaciones sociales y no en su totalidad, por lo cual la entidad no puede interpretar ni burlas decisiones; (ix) en este asunto no se cuenta con otro medio de defensa judicial, pues lo que se pide es que se acate a cabalidad y en los precisos términos la sentencia del Consejo de Estado, y (x) al demostrar que los fundamentos para negar la tutela no tienen asidero, se reitera la prosperidad de la pretensión.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto negó la tutela impetrada. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el medio más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. Es por ello que se erige en el instrumento válido con el que cuentan los ciudadanos para acudir ante cualquier juez de la República en procura de hacer respetar los derechos fundamentales al resultar afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro mecanismo de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste, se busque evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual la tutela procederá de manera transitoria.

En este caso el apoderado del señor JAIRO GIRALDO VALENCIA concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de los derechos que estima quebrantados por el SENA, toda vez que no ha dado cabal cumplimiento a la sentencia de enero 23 de 2014, dictada por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda, y confirmada por el Consejo de Estado mediante fallo de abril 27 de 2016, por medio de la cual, entre otros, se ordenó lo siguiente: “4. CONDÉNASE al SENA a liquidar y pagar al señor Jairo Giraldo Valencia, a título de restablecimiento del derecho, la diferencia entre lo que recibió y lo que debía recibir el actor por concepto de salarios y la totalidad de prestaciones sociales que percibía un instructor de planta del SENA durante el período comprendido entre el 24 de agosto de 2006 y el 27 de marzo de 2009, todo ello conforme a los precisos términos establecidos en esta providencia.  5 Se condena a la demandada a efectuar los ajustes de valor sobre las sumas que resulten a favor de la demandante (sic) según el índice de precios al consumidor de conformidad con el artículo 178 del C.C.A., para lo cual se observará lo señalado en la parte motiva de este fallo”.

Aduce el accionante que el SENA cumplió parcialmente la orden dada por los despachos judiciales, por cuanto solo  liquidó y pagó lo relativo a las prestaciones sociales, aunque no lo hizo de forma completa, como lo indicó en el recurso, sin que hubiera hecho lo propio con respecto a la diferencia salarial, tal cual fue dispuesto.

De la información entregada por el actor y de los elementos de prueba que se allegaron a la actuación, se tiene que con ocasión de las decisiones adoptadas por los despachos judiciales, el profesional del derecho que representa al señor JAIRO GIRALDO presentó la cuenta de cobro y el SENA mediante resolución 00278 de marzo 01 de 2017 efectuó la liquidación por concepto de “prestaciones sociales, cesantías sus intereses, y los de mora”, la cual arrojó la suma de $5.306.193.oo

Contra tal determinación, el togado interpuso recurso de reposición -único que procedía contra dicha resolución como así se plasmó en la misma-, para que se liquidara en debida forma y bajo los parámetros legales, habiéndose realizado por parte éste los cálculos de lo que sería materia de pago inicialmente en la suma de $152.689.848.50
, aunque posteriormente adicionó tal recurso, para indicar que  la cifra total en realidad correspondía a $179.229.430
, los cuales discriminó en cada uno de los rubros que debían ser tenidos en cuenta para ello.

El SENA resolvió el recurso de reposición mediante la resolución 0824 de mayo 22 de 2017, en la que luego del estudio pertinente se efectuó un incremento en lo atinente a los intereses de mora, para quedar finalmente la suma de lo adeudado por prestaciones sociales en $5.366.046.oo
, los cuales le fueron consignados a la cuenta del accionante.

Tal situación es que la motivó al actor a pedir por intermedio de la acción constitucional que se ordene al SENA que realice la liquidación y pago de los valores que le adeuda, conforme lo plasmado en  los fallos judiciales y dentro de sus pretensiones, lo que reclama es que la demandada incluya el valor correspondiente a los salarios de que trata la tabla que allí anexa
, así como los valores proporcionales de las prestaciones sociales del año 2006 y 2009, con sus respectivos reajustes según el IPC.

Lo que ahora observa la Sala es que mientras el togado del actor estima que el SENA no actuó como lo dispusieron los despachos judiciales, en tanto no se ha decidido ni pagado lo relativo a la diferencia salarial y parte de prestaciones sociales, para dicha entidad la liquidación se hizo con fundamento en lo señalado en la parte motiva del fallo de primera instancia, y por el contrario las sumas que aduce el tutelante que deben serle pagadas no fueron soportadas en las mencionadas providencias judiciales.

El SENA para efectuar la liquidación pertinente de las prestaciones sociales, como así se dijo en la respuesta allegada, procedió de conformidad con los términos establecidos en la providencia y en especial sobre el lineamiento del fallo en cuanto a que: “el monto para determinar las mismas será el valor pactado en el contrato” 
. Lo que evidencia la Sala entonces es que en efecto, por parte del SENA solo se hizo la liquidación en relación con el pago de las prestaciones sociales, como así se ordenó en la sentencia de primer nivel, aunque ésta, a voces del actor está incompleta por cuanto no se incluyeron los años 2006 y 2009.

Ahora bien, reclama el señor JAIRO GIRALDO que por parte del SENA se liquide y pague también la diferencia entre lo que a él se le pagó y lo que debió recibir por concepto salarial, y frente a dicho tema hace alusión concreta a una suma que indicó en la tutela. No obstante todo ello, aunque observa la Sala que en efecto el SENA no ha realizado la liquidación al respecto, no puede disponerse que lo haga con fundamento en los valores que refiere el togado, cuando se aprecia de lo arrimado al dossier que las cifras que pide por medio de este trámite no guardan relación con aquellas que discriminó al momento de solicitar la reposición.
Mírese que en la acción constitucional y en la tabla que allí presentó, en su sentir la liquidación de salarios, sin contar lo referido al año 2009 la cuantifica en $52.396.965.oo
, pero con antelación a ello y en sede del recurso de reposición, tal cifra ascendería aproximadamente a $89.463.408.oo
, lo que implica que no tiene la suficiente claridad en relación con los montos que en su sentir deben ser tenidos en cuenta por parte del SENA.
No podría entonces, en sede de tutela, requerirse a la entidad accionada para que proceda en la forma como lo pide el accionante, en primer lugar por cuanto será el SENA con fundamento en el estudio de los factores salariales que debe comparar, la que establezca en efecto cuál es la cifra que deberá cancelar al demandante, quien de no estar conforme con lo decidido podrá interponer los recursos que procedan contra la misma. Y en segundo término, porque en este caso no es la justicia constitucional la encargada de incursionar en temas que a todas luces no son de su competencia, sino de otras jurisdicciones a las que bien puede concurrir el accionante para lograr que el SENA cumpla con las decisiones judiciales pertinentes.

La jurisprudencia jurisprudencia constitucional, en la sentencia T-344/08 indicó que:

“[…] esta Corporación ha sostenido que la acción de tutela obedece al principio de subsidiariedad, es decir, no es un mecanismo de defensa judicial alternativo o supletorio de los recursos o medios ordinarios previstos por el legislador para el amparo de un derecho; no puede ser empleada para revivir oportunidades procesales vencidas como consecuencia de la inactividad injustificada del interesado; y, no constituye un último medio judicial para alegar la vulneración o afectación de un derecho.
3.3 En efecto, conforme a su naturaleza constitucional, la acción de tutela es el mecanismo preferente de protección de los derechos fundamentales, cuyo ejercicio debe estar dirigido a obtener un amparo efectivo e inmediato frente a los actos u omisiones que los amenacen o vulneren. Es por ello que la acción de tutela no puede ser entendida como una instancia idónea para tramitar y decidir conflictos de rango legal, pues con este propósito, el legislador dispuso los medios y recursos judiciales adecuados, así como las autoridades y jueces competentes.”
 -negrillas fuera de texto-
Si bien es cierto en este caso no es dable hacer uso de la vía ejecutiva, por cuanto el SENA aún no ha liquidado los valores por concepto de diferencias salariales que devengaba el actor vinculado por medio de una Cooperativa de Trabajo Asociado frente a aquellos que recibían los instructores de planta del SENA, si puede acudir ante otras instancias, con miras a lograr no solo que por parte de la entidad demandada se cumpla a cabalidad con los fallos judiciales, sino que además se impongan las sanciones a las que hubiere lugar.

El mismo togado en la tutela hizo alusión a lo reglado en el  canon 192 CPACA, relacionado con el acatamiento de sentencias o conciliaciones por parte de entidades públicas, y en el cual se señala que: “El incumplimiento por parte de las autoridades de las disposiciones relacionadas con el reconocimiento y pago de créditos judicialmente reconocidos acarreará las sanciones penales, disciplinarias, fiscales y patrimoniales a que haya lugar”. Tal situación da a entrever, sin lugar a dubitación alguna, que si la dependencia estatal que resultó vencida en juicio, como en este caso el SENA, omite las obligaciones derivadas del fallo judicial, pueden ser objeto de tales medidas.

Estima la Sala por tanto, que la solicitud que efectúa el accionante no debe ser resuelta por vía de tutela, en tanto la misma no puede convertirse en un medio alterno o supletorio de los mecanismos ordinarios que contempla el ordenamiento legal, como así lo ha dejado claro la Corte Constitucional, máxime que en el presente asunto no se observa la comisión de un perjuicio irremediable, en tanto de ello nada se probó.
Por lo anterior y como quiera que en sentir de esta Corporación no se aprecia la vulneración de los derechos fundamentales reclamados por el actor, se confirmará la providencia adoptada.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.) 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Ver folio 63 vto. 


� Ver folio 69 vto. 


� Ver folio 72 vto..


 


� Ver folio 74 y ss. 


� En esta se hace alusión a los dineros que devengaba desde el año 2006 hasta el 2009, un instructor de planta, frente a lo que recibía el señor JAIRO GIRALDO y consideró que la diferencia arrojaba, hasta el año 2008 por no contar con información de lo devengado por el actor en el 2009, en la suma de $52.396.965. Ver folio 9. 


� A folio 29 de la sentencia de primera instancia, se hace alusión a tal aspecto, en lo relativo al reconocimiento de prestaciones sociales. Ver folio 38.


 


� Ver folio 9. 


� Esta cifra se obtuvo al sumar los valores correspondientes a salarios, primas de servicio y vacaciones, que incluyó el abogado en la reposición, visible a folio 68. 


� Sobre el tema de la subsidiariedad de la acción, se pueden revisar entre otras, las sentencias T-653 de 2004, T-018 de 2008, T-043 de 2007. 
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